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ENtrAdA N.797.I9 PONENTE: MGDA. MARIA EUGENIA LÓP¡¿,ARIAS

AccÉN DE lNcoNsrlructoNALtDAD TNTERpuESTA poR EL LtcENctADo GtovANt A.
FLETCHER H., ACTUANDO EN SU PROPIO NOMBRE Y REPRESENTACIÓN, PARA QUE SE
DECLARE INCONSTITUC¡ONAL CI PANRRT,O FINAL DELARTfcULo 1706 oeI cÓoIoo cIV¡I.-_

REPUBLICA DE PANAMA
óneeuo JUDtctAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. PLENO

Panamá, tres (3) de mazo de dos mil veinte (2OZO\.

V!STOS:

En conocimiento del Pteno de la Corte Suprema de Justicia, se enclenfa la
demanda de inconstitucionalídad promovida por el Licenciado GiovaniA. Fletcher H.,

actuando en su propio nombre y representación, para que se declare inconstitucional

el último párrato delArtlculo 1708 del Código Civil.

Una vez admitida la demanda, se corrió traslado a ta Procuradora General de
la Nación y luego de surtido dicho trámite, se procedió a conceder el término legal
para la presentación de alegatos.

LA NORMA ACUSADA DE INCONSTITUCIONAL

Gomo viene dicho, la demanda de inconstitucionalidad incoada busca que se

declare inconstituciónal el último párrafo del Artlculo 1706 del Código Civil, cuyo
tenor es el siguiente:

'Artfculo 1706. La acgiQl civil para reclamar indemnización por calumnia e injuria o
para exigir responsabilidad civil por las obligaciones derivadas de Ia cúlpa o
negligencia de que trata elArtlculo 1644 del Código Civil, prescribe en et término de
un (l) año, contiado a partir de que lo supo el agraviado.

Sise iniciare oportunamente acción penal o administrativa por los hechos previstos en
el inciso anterior, la prescripción de la acción civil se contará a partir de É ejecutoria
de la sentencia penalo de la resolución administrativa, según fuere elcaso.

Bara el reconogiryie,ntg de la oretensión civil. en ninotin caso es indisoensable la
intervención de la iurisdicción penal" (Subrayado es del pleno).

FUNDAMENTO DE LA DEMANDA

Señala el demandante que la acción presentada tiene por objeto la
declaración de inconstitucionalidad del último pánafo del Artfculo 1706 del Código

Civil, norma introducida a través del Artículo 13 de la Ley 18 de treinta y uno (31) de
julio de mil novecientos noventa y dos (1992'), y/o en su defecto se delimite cómo
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En definitiva, según e! demandante las personas que obtengan una sentencia
final absolutoria, un auto de sobreseimiento, una resolución de archivo bajo el
principio de oportunidad o conforme al Articulo 275 del Código de procedimiento

Penal, no pueden reclamar libremente una indemnización civiljusta por motivo de los

daños y perjuicios producidos en el proceso penat que haya terminado con alguno de
esos pronunciamientos, ya que para ello sólo cuentan con un (1) año para la
presentación de la demanda, contados a partir del momento que se supo del daño.

oPtNtÓu oe¡- MtNtsTERto PúBL|CO

De acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 2563 del Código Judicial, la

Procuradora General de la Nación por medio de la Vista N"17 de treinta (30) de
septiembre de dos mil diecinueve (2019) emitió concepto con relación a la demanda

de inconstitucionalidad en cuestión (fs.2a-30).

En lo medular, la representante del Ministerio Priblico dijo lo siguiente:

"ElArtfculo 1706 del Cótligo Civil, establece que la acción civil para el reclamo de la
indemnización por calumnia o injuria o para exigir responsabilidad civil derivada de la
culpa o negligencia de que trata el Artículo 1644 de la citada normativa legal,
prescribe en el término de un año contado desde que se tiene conocimiento de la
afectación o a partir de la ejecutoriedad de la sentencia penal o de la resolución
administrativa, de haberse iniciado la acción penal o administrativa correspondiente,
de manera oportuna.

En ese sentido, se ha señalado con respecto a la norma cuya inconstitucionalidad se
" pretende, lo siguiente:

"Respecto alArtfculo 1706 del Código Civil, ya esta Corporación de Justicia ha
explicado con amplitud su connotación, por lo que resultarfa repetitivo ahondar
en su análisis. Conviene citiar, por didáctico, etfallo emitido por la Sala, bajo la
ponencia del Mag. Rogelio Fábrega Z. (q.e.p.d.) el 20 de septiembre de 1-999,
en el recurso de casación presentado por Rosa Marla naúas en el proceso' ordinario que se siguió a American lmport, s.A. y Motores Eléctricos, s.Á.
'La Sala- ocasión anterior de I de marzo de 1996) se ha

aroumentaciones de la Sala. En dicha ocasión, la Sala señaló que el Artfculo
1706 regulaba la prescripción para las acciones derivadas de calumnia e injuriay responsabilidad extracontractual, y también la responsabilidad
extracontractual de aquellos actos constitutivos de sanciones administrativas o
penales, y.la diferencia. entre ambos tratiamientos leqales. es ta oue dice
relaciQn ?! inicio del cómputo del término de orescríoción v no altéim¡no de la
orescrioqión, que s€rá, como regla general, desde que lo supo el agraviado y éñ
elcaso de acciones que deban venir revestidas de una sanción administrativa y
de una sanción penal, previo el cumplimiento del procedimiento coneccional o
proceso penal, dicho cómputo, que sigue siendo de un año, se inicia a contar
desde el momento en que la resolucíón administrativa que decide el
procedimiento sancionado (sic) o el proceso penalque culmina la causa en esa
jurisdicción; haya terminado de manera definitiva, vale decir, a partir de que la
resolución o sentencia se encuentre ejecutoriada'. (El énfasis y subrayado es
nuestro) (Decisión jurisdiccionalde 4 de mayo de 2010 de la Sala Primera de lo
Civilde la Corte Suprema de Justicia).

En ese orden de ideas, también, se ha explicado, vla jurisprudencia, en cuanto al
término de prescripción de la acción civi! y el inicio de su cómputo del término, acorde
con elArtfculo 1706 delCódigo Civil, asf:
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debe interpretarse dicho párrato conforme a ta Constitución y frente a los
presupuestos y principios supra legales vigentes.

DISPOSICIONES Y CONCEPTO DE LAS INFRACCIONES ALEGADAS

El demandante aduce como norma violada el Artlculo 32 de la Constitución
Polltica y el Artfculo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En
este sentido, sostiene que bajo estas normas se garantiza el principio del debido
proceso constitucional, e! cual convoca a que en toda clase o tipo de proceso se
aseguren las oportunidades para que las partes puedan ejercer sus derechos con
igualdad de posibilidades o acciones.

Alega que conforme a este principio no puede entenderse acorde con la idea
del proeso justo, que una persona que ha sufrido daños y perjuicios derivados det
desarrollo de un prooeso penal que terminó en absolución o sobreseimiento del
actor, no puedan accionar ante la jurisdicción civil dentro de una demanda que

busque cuantificar los daños y perjuicios surgidos, tal y como resulta de la aplicación
o interpretación del'pánafo finaldelArtículo 17OO del Código Judicial.

Señala el demandante que el párraio acusado fija en tos casos de acciones
civiles derivadas de la negligencia o culpa, que éstas se presenten, para tos efectos
del conteo de la prescripción, a partir de la fecha en que et actor supo de ta
existencia de los hechos o situaciones contra tas que se desea reclamar civilmente.

Estima que el último párrafo del Artículo 1706 del Código Civil timita la

demanda de indemnizaciín a que sea presentada sólo a partir det conocimiento que
tenga la persona afectada de los actos que le han causado daños o perjuicios

derivados de actuaciones relacionadas a negligencia o cutpa. Advierte que de esta
forma las personas que han sufrido daños o perjuicios durante el curso de un
proceso penat en su contra, quedan limitadas pues no pueden accionar en defensa
de sus intereses; sobre todo, porque diffcilmente un proceso penal puede ser
resuelto en el plazo de tiempo de un (1) año, que es el plazo para ta prescripción

previsto en el primer pánafo del citado Arffculo 1706 del código Givil.

Gonsidera el accionante que lo dispuesto en el párafo impugnado provoca

que no se tenga en ninguna circunstancia como indispensable la intervención de la
jurisdicción penat para et ejercicio de las acciones civiles resultantes det proceso
penal. A su juicio, esto genera claras restricciones al ac@so a la jurisdicción civil y
por ende al derecho de acceso a la justicia y a la tutela judicial efectiva como

elementos del debido proceso.
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"La norma comentiada, como se advierte, contempla el ptazo prescriptorio para
exigir la responsabilidad civil que deviene, exclusivaménte, d-e delitó contia el
lo¡or y por las obligaciones derivadas de culpa o negligencia de que trata el
Artfculo 16¿t4 del mismo cuerpo de reyes, que es el lufuesto que'encierra el
caso que nos ocupa. La norma establece eltérmino de un año para presentar la
acción respectiva.

En cuanto al momento a partir del cual debe computarse el término
prescriptorio, el mismo dependerá de que se haya o no iniciado oportunamente
acción penal o administrativa por los hechos previstos en el pánáfo primero dela norma comentada. cuando no se húbiere iniciado acción penal o
administrativa, primer supuesto que contempla la norma comentada, eitérm¡no'
empezará a contarse desde el momento en que lo supo elagraviado; en caso
contrario, que es el segundo supuesto, a partir de la ejecutoria de la sentencia
penal o resolución administrativa, según fuere el caso'. (Decisión jurisdiccional
de 13 de enero de 2005 de la Sala Primera de lo Civilde la Corte-suprema de
Justicia).

Ahora bien, el Último pánafo delArtfculo 1706 del Código Civil, cuya inconstitucionat
se solicita sea declanada, que dice: "Para el reconocimiénto de h fretensión civil, en
ningún calo es indispensable la intervención de la jurisdicción pená[', guarda relaóión
con el Artfculo 471 del Código Judicial, el Artlcuto 977 del Código Civi[ asf como con
el Artfculo 128 del Código PLnal y de él se interpreta que ta prijudiciároao penáiño
tiene un efecto determinado obligante en la jurisdicción civil, lb iual ha sido'debatido
en divercos pronunciamientos judiciales y particularmente, hacemos referencia, a tos
siguientes a saber:

"1. El Artlculo 471 del código Judicial. lnstituye el principio de la no
prejudicialidad de la legislación penal sobre la- civil. úna 

'lectura 
de la

disposición legal, nos pone de manifiesto que ta prejudicialidad penal no vincula
al juez civil, el que, advertida la cuestión de psudiciaiidad no solamente no
está vinculado a ella, sino no debe esperar a la conclusión del negocio penal
que es, supuestamente, prejudicial para el juez civil. La leoislacidn protesal
rytp=las!+donadp la tesis de nincutante para la
iurisg¡cción civ¡|. y,sólo, h?ge e,xcepción en la ffi
oefsioue,qsggqra[,la suieción al iuzoador al s¡stema de fuentes de-ñueffi
gry"n?rn¡"f,to ¡uriOl*. 

"n.".1y" "U"o¡C" 
r" u¡i"" iáffi

Además, como ya ha quedado de manifiesto, el rég@
civil no vincula a la jurisdicción civil a la penal, sino que es independiente de
aquélla, cuando excluye del reconocimiento d; h. preiensión civil
indemnizatória, la intervención de la jurisdicción penal.

2. El Artlculo 977 del Código Civil. Este Artículo regula solamente las fuentes
del derecho de obligaciones resultantes de Oél¡tos o contravenciones,
excluyendo de la legislación civil lo relativo a la responsabilidad penal. Además,
se debe recordar !a autonomfa del derecho de daños con respecto a la
vinculatoriedad de la responsabilidad penat, que no surge de nuestro
ordenamiento jurldico, por las r¿vones doctrinales que han queOádo expuestas.

3. El Artlculo 119 del Código Penal. - actualmente, et Artfcuto 128 del Títuto Vtt,
Responsabilidad civil, capftulo l, Personas que Responden civitmente dei
Código Penal vigente - Este Artfculo es el que regula la responsabilidad civil
derivada de un ilfcito penal... Ya hemos visto que !a responsabilidad civil es
autónoma de la responsabilidad penal, con cuya jurisdicción no se encuentra
vinculada la jurisdicción civil, como ya hemos visto en forma reiterada. Además,
la responsabilidad derivada de delito es, por esencia, un tema ajeno a la
legislación:p€ñá1, y se ubica en la civil, la cual regula la necesidad de que toda
persona que cause daño a otra debe resarcir el daño causado derivado de la
regla del naeminen laederc.

Por lo que la Sala no considera infringido elArtfculo 471 del Código Judicialque
recoge el principio de p§udicialidad, el cual solo obliga al juzgador civil a
tomar, en el peor de los casos, en cuenta el fiallo dictado en otro proceso
preexistente al decidir lo que corresponda, por lo que el juez civil sf esta
facultado para decidir el proceso civil declarando la indemnización por los
daños y perjuicios civiles, de acuerdo con las pruebas aportadas, puesto que
puede haber responsabilidad civil sin existir delito, además de que, una
sentencia condenatoria en la esfera penal no constituya prueba en la vía civil
para reconocer la existencia del nexo causal entre el daño causado al
demandante y la conducta culposa o dolosa del demandado al cometer los
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hechos illeitos, o una persona que es absuelta en la vfa penal como autor de un
delito. culposo, puede ser condenado a pagar indemnización por daños y
prejuicios en la esfera civil'. (El énfasis es nuestro) (Decisión juriiAiccional Odl

?s 9". ?gosto de 2004 de !a sata primera de to civit de h córte suprema de
Justicia).

De igual forma, en la decisión jurisdiccional de 18 de marzo de 20i6 de la Sala
Primera de lo Civilde.la Corte Suprema de Justicia, se trae a colación Oe aquel6, én
los términos que seguidamente se transcriben:

"comparte la sala la conclusión del ad-quem, vertida en el extracto de la
resolución'citada, por cuanto que la p§udicialidad penal no es vinculante para
la jurisdicción civil, o lo que es lo mismo, la resoonsabilidad civil derivadá del
9elito .es indepen{e,nle de-.le responsao¡l¡oao effi
Artlculo,1Z06 del CQdiqo Civil..cuando senah en el últ¡m
ry¡qlenlo of ¡¡ ,prelgns¡o
Intervenc¡éndela jur , porloqueáOn@
la causa penal que guarda relación con ros daños que se rechmán en este
proceso, elTribuna! Superior estaba facultado para tramitar y decidir el proceso
civil indemnizatorio, conforme se infiere delArtfcuto 471 del ÓOOigo Jud¡ó¡al.

como es sabido, la responsabilidad civil puede surgir, sea por la comisión de
actos voluntaríos que causan daño a otra persona, mediante cutpa o
negligencia, y también en aquellos casos en que se produce una infracción al
ordenamiento penal o administrativo, cuya acción deúctiva obliga también a la
indemnización porlos daños causados por el hecho ilfcito. De añbos supuestos
de responsabilidad se ocupan los Artfculos 1644 y el 1706, respectivámente,
ambos del código civil, es decir, distinguiéndose en dos cuerpos normativos
los supuestos de responsabilidad aquiliana (regulados por el derecho romano
por la denominada lex aquilia), previstos en el Artfculo 1644 de dicho código,
de aquellos otros supuestos en que el ordenamiento penal o administrati-vo
sancionan con penas de esa naturaleza penal o administrativa ta conducta
tipificada en dichos ordenamlentos, y que, además de la pena impuesta,
proceda la indemnización por los daños ocurridos por el acto delictivo, ómo es
el caso de los delito (Tftulo vl del Libro I del código penal) en aqueltos
supuestos en que la sanción administrativa sea sin perjuicio be ta
indemnizaoión por perjuicios causados (accidentes de tránsito 

-por 
ejemplo,

capltulo XI del Decreto N' 160 de 7 de junio de 1993)" (Et énfasis y suurayáoó
es nuestro)

Dentro del contexto señalado por el activador constitucional al hacer referencia " al
momento procesal efectivo, desde el cual, debe entenderse asimilable, la
presentación de una ACCIóN JUDICTAL ante la JURISD|CC|óN CtVlL, por efecto de
los DAÑOS Y PERJUTCIOS que hubieran surgido de un trámite o c¿¡usa investigativa
penal, que a saber no
+l propio ARTÍCULO

del ténnino de prescripción que fija

y que hubieran sufrido, en torno a ello, Y
PERJUICIO debido a ACTOS DE NEGLIGENCIA o CULPA, que se hayan dado, a
instancia de dichos TRAMITES (sic) o PROCESOS PENALES...que la
JURISDICG!ÓN CIVIL, NO puede asimilar como .INDISPENSAB LE'en esta clase de
cqusa_s, el pronunciamiento de la JURTSDICCIÓN PENAL, para emitir criterios finates
-de fondo- en tomo de esta clase de PRETENSIOñES...' esto denota un
planteamiento o hechos relativos a una demanda contencioso administrativa de
indemnización.

De alll gue nos permitimos, como ilustración, reproducir determinados extractos de la
decisión jurisdiccional de 17 de abrit de 20lS:

"Siendo ello asf, y luego del análisis de las constiancias procesales dentro del
expediente la Sala comparte los planteamientos del señor Procurador de la
Adminístración por los siguientes motivos:

De los hechos del libelo la demanda, y como epnsta a foja 43 del expediente
administrativo del hecho agraviado el dfa 13 de maÍzo de 2008, cuando la
Gerente Ejecutiva de la División de Contabilidad y Costos de la Autoridad del
cana! de Panamá, a través de la Nota FAc-121 le comunicó al Gerente
General de la Financiera, que no se le aceptarla nuevas solicitudes de
descuentos directos de los salarios de los empleados de dicha entidad, debido
a que de las investigaciones realizadas por Ia Oficina del Fiscalizador General
de la ACP, se desprendla que su empresa se habla visto beneficiada con
información obtenida indebidamente de un trabajador de la Sección de Planitla.
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De lo anterior se desprende que, la acción interpuesta por Financiera centro
s.A. contra la Autoridad del canal de panamá, se fundamentia en la prestación
defectuosa del servicio ptiblico, lo cuatqueda ciertamente comprendido dentro
de los tfrminos de prescripción a que atude elArtfculo 1644 detbooigo civit, án
concordancia con el Artfculo 1706 del mismo cuerpo Legal que eétablece lo
siguiente:

"Artfculo 1706: La acción civil para reclamar indemnización por calumnia
o injuria o para exigir responsabilidad civil por las obligacion'es derivadas
de la culpa o negligencia de que trata el Artfculo to¿¿ oel código civil,
prescribe en el término de un año, contado a partir de to que supo ei
agraviado.

sise iniciare oportunamente acción penalo administrativa por los hechos
previstos en el inicio anterior, la prescripción de ta acción civilse contará
a partir de la ejecutoria de la sentencia penal o de la resolución
administraüva, según fuere elcaso.

Para el reconocimiento de la pretensión civil, en ningrln caso es
indispensable la intervención de la jurisdicción penal.,,

La norma aniba citada es clara en establecer el término de un (1) año para
ensayar acciones civiles para reclamar responsabilidad civil por obligaciónes
derivadas por culpa o negligencia, y en el caso que nos ocupa, tomanáo como
referencia que los hechos generadores del daño es cuando la Autoridad del
canal de Panamá, emitió la orden de suspender la clave de descuento sobre
los salarios de los empleados de la Autoridad del canal de panamá, a favor de
la Financiera centro s.A., del cual tuvo conocimiento el 13 de mazo de 200g,
como se indicó en pánafos anteriores, y habiéndose presentado la demanda de
indemnización por parte de la Financiera centro s.A., el 14 de noviembre de
?o1z v conegida posteriormente el 28 de noviembre de 2012, (fola 4-11 y 79-94
del expediente), ha transcurrido el término para accionar anté este Tribunal
para exigir el resarcimiento de los supuestos daños y perjuicios causados por la
entidad pública demandada.

La responsabilidad civil derivada del delito implica !a existencia de una sentencia
penal, debidamente ejecutoriada, a partir de la cual, segrin sea el caso, empieza el
cómputo deltérmino de prescripción de la acción civi! en tanto que la responsábilidad
civi! extracontractual, dicho cómputo !o es, para los efectos de la prescriición, desde
que se supo o se conoció el hecho que causa el daño/afectación y, por tanto, ejercer
dicha acción, siendo ¡ndiferente dg que posteriormente ese hecho séa consideáOo y
otreza la apariencia de ser un delito.

En dichos supuestos, el término del ejercicio de la acción civil prescribe, en un (1)
año, el cual no debe sujetarse necesariamente al téTmino procesal que pueáa
conllevar la tramitación e igualmente conclusión de una investigación'penat, en
general.

No existe la prgjudicialidad en la jurisdicción civil, lo que permite que no esté atenida a
la jurisdicción penal y viceversa, a! tratarse de jurisdicciones independientes, pese a
que en un momento dado se deba solventar el mismo objeto Iitigioso; es decir, la
reclamación de la responsabilidad civil ex delito o la responsabilidad civil
extracontractual.

Al respecto, traemos la siguiente jurisprudencia:

Como se indica en la doctrina en principio general puede estiablecerse que las
responsabilidades penal y civil no se confunden, por lo que se aprecian con
distinto criterio, dada su distinta naturaleza (Meilij, Raúl G. Responsabitidad
Civil en los Accidentes de Tránsito. Ed. Jur. Novoa lesr.s. Argentina,
2005.P.198), o lo que es igual, la acción ejercida para exigir la indemnización
que cabe producto de un hecho punible, tiene un contenido eminentemente
civil, que no mutia su naturaleza ni sus consecuencias por su ejercicio dentro del
proceso pena!, paralelamente a la acción penal, o bien de manera
independiente, al evacuarse en el proceso civil (Gaviria Londoño, Vicente E. La
Acción civil en el Proceso Penal colombiano. u. Extemado de colombia. 200s.
P. 66/Abdelnour G¡anados. Rosa Marfa. La Responsabilidad Civil derivada del
hecho punible. Ed. Juricentro. Costa ñca. 1984.p. 44 (Decisión jurisdiccional
de24 de octubre de 2006 de la Sala Segunda de lo Penalde la Corte Suprema
de Justicia)
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De conformidad con el texto del riltimo párafo del Artículo 1706 del Código Civit que
dictamina que: "Para el reconocimiento de la pretensión civí|, en ningún caso es
indispensable la intervención de la jurisdicción penal,, no es prescindible un
pronunciamiento penal eq firme o que aún cuando no se haya solventado el proceso
conespondiente en esa jurisdicción, esto sea óbice para que se pueda reclámar el
derecho sustantivo ante la jurisdicción civil traducido en una indemnización monetaria,
que presupone el ejercicio de la acción con motivo de exigir la responsabilidad civii
derivada deldelito o de la responsabilidad civil extracontractua!, contemptados en esa
disposición procedimental.

lajo esa perspectiva, no se vislumbra que la misma transgreda el Arflculo 32 de la
ConstituciÓn Polltica en concordancia con el numeral 1 del Artfculo I de la
convención Americana sobre Derechos Humanos, como parte del Btoque de la
Constitucionalidad...'.

GoNS|DERACIONES DEL PLENQ

Una vez cumpl¡dos los trámites procesales inherentes a este tipo de negocios,

este Tribunal Constitucional procede con el análisis de fondo.

Como se ha visto, el demandante tacha de inconstitucionat el último párrafo

del Artículo 1706 del Código Civil, el cual cons¡dera viota los Artícutos 32 de la
Constitución Polltica y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en

cuanto al derecho de acceso a la justic¡a y a la tutela judiciat efectiva como

elementos del debido proceso.

De acuerdo con el acc¡onante el párrafo acusado es ¡nconstitucional debido a

que l¡m¡ta e! ejercicio del derecho de acceso a la justicia civil de quienes hayan

sufrido daños y perjruicios por culpa o negligencia, derivados de un proceso penal en

donde se haya emitido una sentencia absolutoria, sobreseimiento o el archivo del
proceso seguido en su contra. Según plantea, el afectado sólo cuenta con urx (1) año

de plazo de prescripción, contado a partir de que el mismo supo det daño para la

reclamac¡ón civil. Considera que si se toma en cuenta que los procesos penales

difícilmente se resuelven en un (1) año, resulta evidente que et afectado queda

imposibilitado para accionar oportunamente por el daño civil causado.

Por su parte, la Procuradora General de la Nación afirma que el párrafo

demandado en m,odo atguno viola la Carta Potítica. A su juicio, para el

reconocimiento de la pretensión civil en ningrln caso es indispensable la intervención

de la jurisdicción penal. Manifiesta que en atención a lo previsto en elArtículo 471 del

Código Judicial, en el Artículo 977 del Código Civil y en el Artículo 128 del Código

Penal, se debe interpretar que la p§udicialidad no tiene efecto obligante en la
jurisdicción civil, tal y como lo ha señalado la Corte Suprema de Justicia, Sala

Prirnera, a través de fallos de veintitrés (23) de agosto de dos mil cuatro (2004) y de

dieciocho (18) de marzo de dos mildieciséis (2016).

Sostiene la representante del Ministerio Público que la responsabilidad civil

derivada del delito implica la existencia de una sentencia penal, debidamente
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eiecutoriada, a partir de la cual empieza el término de prescripción de la acción civit,
pero que cuando se trata de responsabilidad civil extracontractual et plazo de
prescripción se cuenta desde que se supo o conoció el hecho que causa eldaño, con
indiferencia de que posteriormente el hecho sea considerado con apariencia de
delito.

Según plantea la Procuradora, conforme at último párafo delArtículo i706 del
CÓdigo Civil no es necesario un pronunciamiento penal en firme para accionar
civitmente por daños. Estima que al no existir p§udicialidad en la jurisdicción civil,
ésta no se atiene a la jurisdicción penal ni viceversa, por ser además, jurisdicciones

independientes.

Conocido los argumentos det demandante y de la Procuradora General de la
NaciÓn, procede el Pleno a dilucidar la controversia constitucional planteada.

Como se ha visto, lo que se demanda es el último párrafo delArticulo 1706 del
Código Civil, cuyo tenor es el siguiente:

"Para el reconocimiento de la pretensión civil, en ningrln caso es indispensable la
intervención de la jurisdicción penal'.

Una primera impresión basada en la literalidad del precepto nos lleva a
entender que en ningún caso es indispensable o necesaria ta intervención de la
jurisdicción penal para el reconocimiento de la pretensión civil. Por consiguiente, no

hay ruz6n para estimar, como sostiene el accionante, que sea un requisito agotar la
jurisdicción penal o que sea indispensable contar con una sentencia o fallo penal,

para acudir a la jurisdicción civil en reclamo de responsabilidad por daños derivados

de la culpa o negligencia.

Tampoco cabe otra interpretación si examinamos el párrafo demandado en el

marco normativo alque pertenece. En elArtfculo 17OO del Código Judicial en sus dos
(2) primeros párrafos se dispone lo siguiente:

*La acción civil para reclamar indemnización por calumnia o injuria o para exigir
responsabilidad civil por las obligaciones derivadas de la culpa o negligencia de que
trata el Artlculo 16M del Código Civil, prescribe en el término de un (1) año, contado a
partir de que lo supo el agraviado.

Si se iniciare oportunamente acción penal o administrativa por los hechos previstos en
el inciso anterior, la prescripción de la acción civil se contará a partir de la ejecutoria de
la sentencia penalo de la resolución administrativa, según fuere elcaso".

Como se aprecia, la norma señala en su primer párrafo el término de

prescripción para la acción civil indemnizatoria por calumnia o injuria o por la

responsabilidad derivada de las obligaciones generadas por culpa o negligencia, el

cual es de un (1) año, contado a partir de que el agraviado supo del daño. Mientras

que el segundo pánalo,lo que precisa es et momento a partir del cual debe contiarse

el término de prescripción cuando sea et caso que se haya iniciado acción penal o
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administrativa respecto de hechos relacionados con la calumnia o injuria o por

obligaciones derivadas de la culpa o negligencia. En este caso, la prescripción de la
acción civil empieza a contarse a partir de la ejecutoria de la sentencia penal o de la
resolución adm in istrativa.

Tal como se observa, en ninguno de los dos (2) supuestos, se alude a la
necesidad de que la jurisdicción penal o administrativa tengan que ser cursadas

antes de la promoción de una acción indemnizatoria ante la vía civil, lo que tampoco

exige el último párrafo del Artfculo 1706 del Código Civil, ni se puede deducir del

mismo atser leído en conjunto con los párrafos que le preceden en dicha norma.

En este sentido, comparte el Pleno lo gue sobre este particutar ha señalado ta

Sala Primera de esta Corporación, mediante fallo de veinte (20) de septiembre de mil

novecientos noventa y nueve (1999), en donde quedó dicho to siguiente:

"La Sala, en ocasión anterior (sentencia de 8 de marzo de 1996) se ha pronunciado
sobre elArtfculo 1706, antes de la redacción que le introdujo elArtfculo 13 de la ley 18
de 1992, sin qtte la nueva redacción haya variado las argumentiaciones de la Sala. En
dicha ocasión, la Sala señaló que el Artfculo 1706 regulaba la prescripción para los
acciones derivadas de calumnia e injuria y responsabílidad extracontrac-tual, y también
la responsabilidad extracontractual de aquellos actos constitutivos de ianciones
administrativas o penales, y la diferencia, entre ambos tratiamientos legales, es la que
dice relación al inicio del cómputo del término de prescripción y nó al término de
prescripción, que será, como regla general, desde que lo supo el agraviado y en el caso
de acciones que deban venir revestidas de una sanción administrativa y de úna sanción
penal, previo el cumplimiento del procedimiento coneccionat o proceso penal, dicho
cómputo, que sigue siendo de un año, se inicia a contar desde et momento en que la
resolución administrativa que decide el procedimiento sancionador o el proceso penal
que culmina la causa en esa jurisdicción, haya terminado de manera definitiva, vale
decir, a partir de que la resolución o sentencia se encuentre ejecutoriada'.

Otro aspecto a tener en cuenta, es gue el último párrato del Artículo 1706 del

Código Civil antes que condicionar el acceso a la justicia para reclamar

indemnización por daños, to que hace es reconocer la independencia de ta

responsabilidad civil de la responsabilidad penal y de ahí la no necesidad de un

pronunciamiento penal previo para entablar la acción civil.

Al respecto, se ha manifestado la Sala Primera de esta Corte Suprema de

Justicia en distintos fallos, principalmente, en los fallos de dieciséis (16) de julio de

mil novecientos noventa y tres (1993) y de veintitrés (23) de agosto de dos mil cuatro

(2004\,los cuales son reiterados en pronunciamientos de trece (13) de junio de dos

mil (2000), once (1f ) de enero de dos mil diez (2010), dieciocho (18) de marzo de

dos mil dieciséis (2016) y de veintiuno (21) de septiembre de dos mil diecisiete

(2017).

Así, en la sentencia de dieciséis (16) de julio de mil novecientos noventa y tres

(1993), quedó dicho que:
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'...la,resDonsábilidad ,cilil defiv,ada del delito es independientede la responsab¡lidad
P9nal. talcomo lo est?blece el4rtfculo 1706 delCódiqo Civilcuando sáña,[a en el r¡ltimo

Páfafo-gqg+a!"a el re.conqcimiento oe la piét es
indisoensable la intervención de la jurísdicción penal.

lgualmente, elnrtfculo 1995 (ahora 1979) delCódigo Judicial prescribe que ni el indulto
ni la extinción de la acción penal perjudican la acción civil de la vfctima, para pedir la
restitución de la cosa e indemnización de los daños y perjuicios sufridos.

En el mismo sentido, esta corporación de Justicia ha manifestado lo
siguiente:

"Dentro de los actos en que interviene culpa o negtigencia que originan
responsabilidad civíl extracontractual, se incluyen actos realizados por
personas determinadas que eventualmente podrfan producir una sanción
penal, es decir, que la jurisdicción penal los podrla considerar como delitos.

§t gmb.qr,go, es ir.nportante tener en cuenta que desde ta perspectiva de la
iprisdicción civil. el ofgceso oor resoonsabilidad que se b éioa oor este tipo
de,actoi é! indeoendiente de la oosibte sanción oenalque ouedá oroduc¡rse
9o!Ie el mismo. qs decir. que el iuzoador civil se encuentra libre de émit¡r su
fallo en cyento a la determinación de la responsabilidad deldemañdado !r en
cuantg.al vglor monetario en que se tasa dicha indemnización. sin vérse
sometido a la oreiudicialidad oenal.

El anterior razonamiento del demandante, no coincide con elsentido que en
la doctrina y en la ley se le otorga a la acción de responsabilidad civil
extracontractual. Esta acción, tal como se ha mencionado, está dirÍgida a
lograr !a reparación que el agraviado pide por un perjuicio que !e ha causado
otra persona, en el que haya intervenido culpa o negligencia civil (cfr. Art.
34c del c.c.). Esta negligencia civil puede producirse sin la necesidad de
que exista un pronunciamiento penal que califique el mismo hecho como
delito...' (Registro Judicial, julio 1993, págs. g3-94)'.

En tanto que, en la sentencia de veintitrés (23) de agosto de dos mil cuatro
(2004),la misma Sala Primera señaló:

"....que la DreiuCicialidqg,,genal no es vinculante para la iurisdicción civÍI. o to que es lo
mismo. la .rEpons?bil¡dad civil derivada del Oel¡to ésffi
responsabilidad ?e!al. talcomo lo establece el reconoc¡miento de la preiens¡ón c¡vi!. en
ninoÚn caso es indispensable la intervención de Ia jurisdicción penái, por to que agn
cuando no se haya resuelto !a causa penal que guarda relación con los daños que se
reclaman en este proc,eso, el Tribunal Superíor estaba facultado para tramitar y áecidir
elproceso civilindemnizatorio, conforme se infiere delArtfculo 471 del Código ¡uO¡c¡al.

Como es sabido, la responsabilidad civil puede surgir, sea por la comisión de actos
voluntarios que causan daño a otra persona, mediante culpa o negligencia, y también
en aquellos casos en que se produce una infracción al ordenamiento penal o
administrativo, cuya acción delictiva obliga también a la indemnización por los daños
gausados por el hecho ilícito. De ambos supuestos de responsabilidad se ocupan los
Artfculos 1il4 y 1706, respectivamente, ambos del Código Civil, es decir,
distinguiéndose en dos cuerpos normativos los supuestos de responsabilidad aquitiana
(regulados por el derecho romano por la denominada lex aquitial, previstos en el
Artfculo 1644 de dicho Código, de aquellos otros supuestos en que el ordenamiento
penal o administrativa la conducta tipificada en dichos ordenamientos, y que, además
de la pena impuesta, proceda la indemnización por los daños ocunidbs por el acto
delictivo, como:es el caso de los delitos (Tltulo Vl del Libro ldel Código Penal) o en
aquellos supuestos en que la sanción administrativa sea sin pé¡uicio 'Oe 

la
indemnización por perjuicios causados (accidentes de tránsito por ejemplo, Capftulo Xl
del Decreto N' 160 de 7 de junio de 1993f.

Como queda visto, la autonomía de jurisdicción que preconiza el rlltimo

párrafo del Artículo 1706 del Código Civil permite que el afectado por calumn¡a e

injuria o por daños derivados de la culpa o negligencia reclame la responsabilidad

civil, con independencia del proceso penat que se pueda adelantar por los mismos

hechos, incluso con independenc¡a de su resultado. Y es que en la esfera civil se
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puede estimar la ,responsabilidad de un individuo por los daños causados, con
independencia de que la misma persona sea sancionada o haya sido sancionada o
no en la jurisdicción penat o administrativa, por cuanto que la determinación de
responsabilidad civil no depende de la constatación de una conducta punible, así
como no necesariamente servirá de prueba en el proceso civil para la determinación
de la responsabilidad, la sentencia penal o resolución administrativa.

Por tanto, ,bajo et entendimiento señalado es evidente que el párrafo

demandado garantiza el derecho a tutela judicial efectiva y et acceso a la justicia,

pues reconoce al agraviado la posibilidad de reclamar la indemnización civil
corespondiente a los daños producidos, de forma directa, es decir, a partir del
momento de que supo del daño, no teniendo que esperar una sentencia penal o
resolución administrativa para estimar la existencia del mismo.

Cabe recordar que conforme a la doctrina de este Pleno, la tutela judicial

efectiva es parte de los elementos que integran el debido proceso, según lo
dispuesto en elArthulo 32 de la Constitución Polftica y elArtfculo I de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos.

En esa línea, en fallo de trece (13) de diciembre de dos mil uno (2001) esta
Corporación manifestó que: .Si bien es cierto, nuestra Constitución Nacional no

consagra expresamente el derecho fundamental a la tutela judicial, ta Corte Suprema
de Justicia ha reconocido que el Artlculo 32 de la Constitución también incluye el
derecho de las personas de acudir a los tribunales de justicia, con el objeto de
obtener la tutela de sus derechos." Más adelante, en ese mismo fallo, se advierte
que:

'La C.S.J. ha señalado que en dicha norma se consagra el derecho a la jurisdicción.
Este último, dice la Corte,

e igual titular del derecho a la jurisdicción Io es
aquel que es llevado a un proceso en su calidad de demandado y al haber acudido

de ese derecho a laambos, demandante y demandado, se cumple con la primera etapa
jurisdicción lo cual desemboca en: a) que se cumplió la garanfia del debido proceso,
cuya esencia radica en el derecho de defensa, b) que se resolvió la pretensión
mediante sentencia oportuna" (subrayado es nuestro). En esa misma sentencia la Corte
Señaló que el "derecho a la jurisdicción' significa'igualmente responsabilidad del
Estado de velar porque ese derecho y esa función se satisfaga y en este aspecto, es
encargo del Estado establecer el órgano del deliberante de estias controversias,
asignarle jurisdicción y competencia y dictar las normas de procedimiento' (Subrayado
es del Pleno).

Teniendo en cuenta lo anterior, el Pleno es de la consideración que lo
establecido en el último párrafo del Artlculo 1706 del Código Civil se encuentra

acorde con el derecho a la tutela judicial efectiva y el acceso a la justicia, ya que no

deniega o condiciona al afectado a tener que esperar un pronunciamiento de otra

jurisdicción para luego acudir mediante acción civil, sino que reconoce su acceso no
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dependiente de la condena penal o administrativa, lo que valga decir, en nada impide
que en el transcurso del proceso civil se puede traer la sentencia penal o
administrativa profe¡:ida con relación a los hechos que dieron lugar a la acción

indemnizatoria (art. 471 del Código Judicial), como tampoco que et agraviado decida

accionar -ya no basado en et término de prescripción que se cuenta a partir de que

tuvo conocimiento del daño-, sino teniendo en cuenta el término de prescripción que

se computa a partir de la sentencia penal o administrativa ejecutoriada, cuando fuese

el caso que hubiese iniciado "oportunamente acción penal o administrativa' (2do

párrafo del ArtÍculo 1706, Código Givil), por tratarse de responsabilidad civil derivada

del delito o de faltas (Artículo 977 Código Civil y 128 del Código Penal).

Por todo lo anterior, el Pleno desestima el cargo de violación endilgado contna

el último párrafo del Artlculo 1706 del Código Civil, V, en consecuencia, procede a

declarar que no es inconstitucional.

PARTE RE§OLUTIVA

Por todo lo antes. expuesto, el PLENO DE LA GORTE SUPREMA DE

JU§T|C!A, administrando justicia en nombre de la Repriblica y por autoridad de ta ley

DECLARA QUE NO ES INCONST¡TUCIONAL el último párrafo delArtlculo 1706 del

de derecho: Artículo 32 de la Constitución Polftica, Artlculo I de

la Convención

Código Jr¡dicial,

sobre Derechos Humanos, Artlculos 977 y 1706 de!

471 del Gódigo Judicial y Artículo 128 del Código Penal

, Comunlquese y Publlquese,-

MGDA. MARÍA

T[GT''I

dt-Qt-F'

DE CEDEÑO [TGDtrI VASOUEZ REYES

I]trdtIII o80Rto JOSE E. PRADO CANALS
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